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mentos que fueron creados en 1901 para
la proteccién de ciertos montes contra
los procesos de desamortizacién, mante-
niendo al Catdlogo de Montes de Utili-
dad Pablica como un registro de los
montes que no pueden ser distraidos de
la titularidad publica ni de su finalidad
protectora del medio ambiente forestal.

Se concluye el libro con una seccién
de Anexos, dividida a su vez en tres sub-
epigrafes, en la que el autor ha seleccio-
nado y reproducido algunos de los do-
cumentos que ha estudiado en los
capitulos precedentes.

Cabe senalar, a modo de ejemplo, la
reproduccién facsimil en estos Anexos
del Cuaderno de la provincia de Avila
perteneciente a la Clasificacién General
de los Montes Publicos de 1859, la re-
produccién del Catalogo de 1862 co-
rrespondiente a la provincia de Avila y
la reproduccién del Catalogo de 1901
también de la provincia de Avila.

En nuestra opinién, esta iniciativa de
incluir como Anexos algunos de los do-
cumentos originales, mas alla de la
mera curiosidad histérica, es realmente
buena pues permite al que se acerca al
estudio de esta materia comprobar so-
bre documentos originales las teorias
del autor sin necesidad de acudir fisica-
mente a los archivos histéricos.

En relacién con las fuentes, el autor
emplea eminentemente el método histé-
rico, por lo que —aparte del «Diario de
Sesiones de las Cortes»— utiliza prolija-
mente las noticias extractadas del Archi-
vo de la Direccién General de Conserva-
ci6én de la Naturaleza y del Archivo del
Ministerio de Agricultura, Pesca y Ali-
mentacion, asi como las opiniones doc-
trinales vertidas por los ingenieros de
montes méas reputados de la época en la
especializada «Revista de Montes».

Una cuestién que resulta muy intere-
sante resaltar aqui es lo ameno y claro
de la exposicién; aun a pesar de que el
autor indaga en cuestiones de gran com-
plejidad técnico-juridica y de lo intrin-
cado de algunos procesos, ha sabido
condensar toda la problematica y darle
una redaccién concisa que permite una
lectura agil y altamente didéctica. Con
gran coherencia argumentativa y expo-
sitiva, el autor nos lleva de la mano a
través no sé6lo de las leyes, sino de sus

varios reglamentos de ejecucién, asi
como de infinidad de Reales Ordenes de
los Ministerios con competencia en ma-
teria forestal (a la sazén Fomento y Ha-
cienda), asi como de los distintos dicta-
menes del Consejo de Estado y de otras
opiniones relevantes, de manera tal que
no sélo no se pierde uno, sino que resul-
ta muy atractiva y didactica la lectura
de esta monografia.

Juan Ramén LIEBANA ORTIZ
Profesor Titular Escuela Universitaria
(interino)

Universidad de La Rioja
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Esta monografia surge con la finali-
dad de exponer los posicionamientos de
los autores en la delimitacién compe-
tencial Estado-Comunidades Auténo-
mas en materia de proteccién ambiental
y aguas y, ademads, con el interés de ac-
tualizarla tras las modificaciones nor-
mativas y los pronunciamientos de la ju-
risprudencia.

La obra se divide en dos partes, la
primera de ellas estudia el reparto de
competencias en materia de proteccién
ambiental y su autor es Bernard-Frank
MACERA, mientras que la segunda se
centra en la materia de aguas y su au-
tora es Isabel CARO-PATON CARMONA. Al
final de la monografia nos encontra-
mos con dos Anexos, uno dedicado a
los distintos Estatutos de Autonomia y
el segundo a la jurisprudencia constitu-
cional.

Por «proteccién del ambiente» entien-
de el autor la conservacién, defensa,
restauraciéon y mejora de los recursos
naturales basicos, aire, agua y suelo;
siempre partiendo de una definicién del
término ambiente en sentido amplio, y
de la nocién de proteccién recogida en
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el articulo 45 CE y desglosada por el
propio Tribunal Constitucional.

El reparto constitucional de compe-
tencias en materia de proteccién am-
biental viene marcado por las distintas
posturas doctrinales en lo que respecta
a su situacién en el texto de la Constitu-
cién. Por un lado, nos encontramos un
sector que considera el articulo 149.1.23
como el dnico que regula este tema; de
otro lado, otro grupo entiende que el
mencionado precepto sélo seria aplica-
ble ante la inexistencia de ribricas més
especificas, y debe completarse con
otros apartados del articulo 149.1.

Esta segunda posicién doctrinal man-
tiene que la amplitud en la que puede
ser entendido el término ambiente no
debe ocasionar que el mismo fagocite a
todos los aspectos relacionados con los
recursos naturales; ante esta objecién,
el autor considera que el término am-
biente se encuentra acotado por el con-
cepto proteccién que lo acompana.

La aplicacién residual del articulo
149.1.23 significaria, segan el profesor
MACERA, reducir su aplicacién a la protec-
cién del medio ambiente atmosférico (el
Unico aspecto que no aparece regulado en
otros subapartados) y a la necesidad de
tener presentes los diversos titulos en
funcién de cada recurso o actividad con-
taminante. El TC también se ha pronun-
ciado, si bien de forma indirecta, en este
mismo sentido.

La competencia del Estado en materia
de protecci6on ambiental se basa en el
segundo inciso del articulo 149.3 y en el
articulo 149.1.23. La legislacién basica
vendria a fijar el minimo esencial para
la defensa ambiental y la salvaguarda
del interés general, sin llegar a coartar
de forma absoluta las posibilidades de
desarrollo de las Comunidades Auténo-
mas, aun cuando en materia de medio
ambiente este margen es menor que en
otras. A pesar de la valoracién positiva
que le merecen al autor los esfuerzos del
TC por ir precisando y aclarando estos
términos, debemos poner de manifiesto
que nos movemos en terrenos pantano-
sos, en los que ningin apoyo parece de-
finitivo para aclarar dénde termina el
minimo bdsico comun y dénde comien-
zan las posibilidades de individualiza-
cién, a partir de sus propias circunstan-

cias, que corresponden a cada Comuni-
dad Auténoma.

El articulo 150.3, al otorgar competen-
cia al Estado para la elaboracién de le-
yes de armonizacién, viene a terminar
de oscurecer el ya negro panorama de la
distribucién competencial. La ley de ar-
monizacién sélo se justifica ante una
circunstancia excepcional, una gran dis-
paridad que afectara al interés general.
En materias como la proteccién ambien-
tal, que se regulan conjuntamente por el
Estado y las Comunidades Auténomas a
través de leyes de bases y de desarrollo,
un sector de la doctrina entiende que no
serfa necesario regular a través de leyes
de armonizacién; mientras que otro, en-
tre el que se encuentra el autor, si lo con-
sidera necesario como consecuencia de
la desestabilizacién producida por las
normas autonémicas de desarrollo.

Las Comunidades Auténomas tienen
competencia para desarrollar la legisla-
cién basica estatal, aun cuando ésta no
existe por la desidia estatal. También tie-
nen competencia para la ejecucién o la
gestion, a pesar de que el Estado esta le-
gitimado para ejercer esta competencia
en su propia legislacién ambiental cuan-
do su alcance sea mayor que el de una
Comunidad, por razones de urgencia y
seguridad o por la propia naturaleza de
las cosas. Asimismo, las Comunidades
Auténomas pueden establecer normas
adicionales de proteccién en materia
ambiental, siempre que respeten limites
como la solidaridad, igualdad y unidad
del mercado nacional. En la materia que
nos ocupa no tienen operatividad los ar-
ticulos 150.1, pues el Estado ya elabora
la legislacién basica, y 150.2, ya que la
cesién de la potestad estatal en materia
de tutela ambiental significaria la pérdi-
da de su poder de decision.

El esquema competencial de las Co-
munidades Auténomas se cierra con el
reconocimiento por parte de la jurispru-
dencia del TC de los pardmetros que de-
ben respetar: su propio &mbito compe-
tencial, una normativa proporcional al
fin perseguido y el respeto a la igualdad
basica de todos los espaiioles.

La segunda parte de la obra comienza
con la exposicién de las novedosas co-
rrientes que estan surgiendo en el repar-
to de competencias en materia de aguas,
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marcadas por nuestro siempre conflicti-
vo sistema autonémico, el Derecho co-
munitario y los replanteamientos del
ambito funcional de las Confederacio-
nes Hidrograficas.

El articulo 149.1.22 CE inaugura el
marco normativo en esta materia y colo-
ca sobre la mesa importantes cuestiones.
La primera de ellas, la distincién entre
recursos-aprovechamientos, que, a pesar
de su inoperancia, ha provocado tres ti-
pos de Estatutos: los que sélo contienen
referencias a los aprovechamientos, los
que también mencionan los recursos y el
caso de Canarias, que no asume la dis-
tincién. Otro de los enigmas que plantea
este precepto es el concepto de cuenca,
si sigue o no el criterio del territorio de
la Comunidad Auténoma. La Ley de
Aguas y la STC 227/1988 limitan la com-
petencia estatal a las cuencas intercomu-
nitarias, mientras que, con caracter ge-
neral, las Comunidades Auténomas
asumiran la de las cuencas internas.

Las Confederaciones Hidrogréficas,
como organismos de gestién, tienen su
origen en la primera mitad del siglo xx y
convirtieron a Espafa en el primer pais
que conjugaba la actuacién privada y la
publica, permitiendo la participacién de
los usuarios en la Administracién publi-
ca, y siempre en el dmbito de las cuen-
cas hidrograficas. A mediados del siglo
pasado se acabaria con la unidad de
gestién, con la asuncién de las compe-
tencias en materia de aguas por las Co-
misarias de Aguas. En 1985 todas las
competencias recaerian en los Organis-
mos de cuenca, que recibieron un im-
pulso decisivo con la Ley de Aguas.

Tras el paréntesis que supuso la época
franquista, la Ley de Aguas consagré la
importancia de la participacién de los
usuarios para la mejor coordinacién de
los intereses en juego. Actualmente, la
importancia de los usuarios es tal que
tienen funciones decisorias en el Conse-
jo del Agua y en la Junta de Gobierno,
mientras que en el resto de 6rganos en
los que participan su funcién es delibe-
rante y de propuesta; esta participacién
se ha respaldado a través de la Ley 46/
1999, que ha fijado su limite en las de-
nominadas «competencias soberanas».
Es en este punto donde la autora incide
en la importante tradicién histérica de

los interesados, y aboga por la unifica-
cién aguas-obras, recursos-aprovecha-
mientos.

La actual organizacién administrativa
en esta materia hace aguas en varios as-
pectos. De un lado, la Directiva de 2000
que obliga a extender las competencias
de los Organismos de cuenca a las aguas
de transicién y costeras, lo que obliga a
mejorar la coordinacién administrativa.
Otros puntos conflictivos serian la fron-
tera de las competencias autonémicas
en materia de pesca y los problemas
causados por los caudales ecolégicos,
dos aspectos intimamente relacionados
con la distribucién de competencias y la
coordinacién interadministrativa.

Por su parte, las sociedades estatales
para la construccién de obras hidrauli-
cas vendrian a representar el fin de la
gestién coordinada desde la cuenca, a la
vez que anulan la participacién y el con-
trol sobre las obras, que se realizaran a
iniciativa Gnica del sector publico.

La autora culmina sus reflexiones con
un analisis de propuesta de descentrali-
zacién administrativa. Tomando como
punto de partida el Derecho comparado,
analizando los supuestos de Alemania,
Estados Unidos, Francia, Reino Unido e
Israel, destaca especialmente este ulti-
mo, ya que suele ser éste un ordenamien-
to juridico que, por alejado y desconoci-
do, suele quedar fuera de las diatribas de
los autores espaifioles, y en materia de
aguas tiene mucho que aportar.

La descentralizacién se aborda desde
tres frentes. El primero de ellos seria la
separacién entre las funciones de las
Confederaciones y de las Comisarias de
Aguas, que, en diversas formas, ha sido
defendida por varios autores. El segundo
seria la asuncién de competencias por
parte de las Comunidades Auténomas y
su coordinacién con la legislacién basica
estatal y la planificacién hidrolégica.

La profesora CARO-PATON presenta dos
posibles soluciones a la organizacién
administrativa. De un lado, las Comuni-
dades Auténomas ejecutarian los planes
y tendrian m&s protagonismo en las
Confederaciones, a la vez que se mantie-
nen las competencias estatales (Plan Hi-
drolégico Nacional, planes de cuenca y
obras de interés general). La segunda
opcién seria convertir a las Confedera-
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ciones Hidrogréficas en é6rganos de pla-
nificacién y ejecucién.

En conclusién, podemos afirmar que la
realizacién de obras como la presente,
centradas en el reparto de competencias
Estado-Comunidades Auténomas, repre-
sentan una luz que nos guia en la madeja
de jurisprudencia, legislacién y entresijos
politicos que siempre esta presente en
esta materia. Sin lugar a dudas, la protec-
cién ambiental y las aguas son dos ramas
de un mismo tronco y su estudio conjun-
to es interesante para realizar un andlisis
comparativo; a la vez que la diversa auto-
ria de las dos partes de la obra le aportan
singularidad.

La transparencia en la asuncién de com-
petencias por la Administracién estatal y
las distintas Administraciones autonémi-
cas no deja de ser una utopia en la actuali-
dad; la eficacia de las actuaciones viene
marcada por un espiritu de cooperacién y
no de exclusién, y los afanes de control
ocasionan la paralizacién de las actuacio-
nes y la inevitable consulta del Tribunal
Constitucional, que se ha convertido en
una especie de «asesoria» de Administra-
ciones que conocen, en la mayoria de las
ocasiones, que estan equivocadas.

Reflexién aparte nos merece la «desor-
ganizacién» en la que se encuentra la «or-
ganizacién» administrativa en materia de
aguas, que deberia llevarnos a recordar,
como hace la autora, la eficacia de la par-
ticipacién de los interesados y a institucio-
nes como el Tribunal de las Aguas de Va-
lencia. Ademas, es de destacar la creciente
actualidad de esta materia y la futura pro-
blematica que presenta el desigual reparto
del agua y los posibles trasvases.

M.* Remedios ZAMORA ROSELLO

GALERA RODRIGO, Susana: La responsabi-
lidad de las Administraciones Publicas
en la prevencion de darios ambientales
(Pr6logo del Prof. Martin BASSOLS
Coma), Ed. Montecorvo, S.A., Madrid,
2001, 196 pags.

La preocupacién por el medio am-
biente queda reflejada en el articulo 45
CE y en la abundante jurisprudencia

que al respecto ha emanado de nuestro
Tribunal Constitucional y del Tribunal
Europeo de Derechos Humanos. A par-
tir de este bloque se deduce que existen
dos facetas determinantes: la preven-
cién y la reparacién, siendo la primera
de ellas la decisiva para una adecua-
da proteccién. Ademas, este mandato
constitucional se complica con la distri-
bucién de competencias entre las dis-
tintas Administraciones implicadas.
Este es el esquema general del que par-
te la autora para manifestar sus opinio-
nes al respecto.

El primer apartado se encarga de
aclarar el entramado competencial; el
panorama viene marcado por una serie
de puntos que expone la profesora Ga-
LERA. En primer lugar hay que tener
presente que el Estado, aun cuando en
principio sélo es competente para adop-
tar la legislacién basica, puede excep-
cionalmente tener competencias ejecuti-
vas; de otro lado, los diversos temas que
afectan al medio ambiente obligan a
conjugar las competencias que sobre los
mismos ejercen cada una de las Admi-
nistraciones, con especial mencién de
las competencias locales. Asimismo, me-
recen atencién dos competencias, los es-
pacios naturales, competencia exclusiva
de las Comunidades Auténomas, y los
bienes de dominio publico de titulari-
dad estatal.

Ante lo que, sin duda, puede ser califi-
cado como un «maremignum compe-
tencial», es indispensable acudir a fér-
mulas de coordinacién y cooperacién
interadministrativas. De esta forma, nos
encontramos en la legislacién adminis-
trativa general con las Conferencias
Sectoriales y los Consorcios; en el ambi-
to de la legislacién ambiental y sectorial
son frecuentes los 6rganos colegiados
por ejercer competencias propias, y no
concurrentes, de la Administracién a la
que quedan adscritos; por ultimo, tam-
bién son usuales los convenios de cola-
boracién.

La participacién de cada uno de los
entes competentes se materializa a tra-
vés de informes, cada vez mas cercanos
a declaraciones de voluntad por su habi-
tual cardcter vinculante, o bien a través
del mecanismo de la intervencién susti-
tutoria ante la inactividad de la Admi-
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